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1.El término soberanía designa un elemento fundamental de
la teoría de la Constitución y de la teoría del Estado democrático.
Se sitúa, pues, en el terreno de los conceptos o categorías desde
este punto de vista, independientemente de que sea un elemento
integrante de la norma jurídica de mayor rango (en mayúscula
en el artículo l.2. CE) y de que del análisis sistemático de aquél
puedan derivarse consecuencias que permitan hallar soluciones
a problemas específicos del funcionamiento del Estado
democrático de derecho.

La soberanía atribuye a su titular la adopción de decisiones
políticas que se vehicularán a través de la ley en dos grandes
órdenes, la ley constitucional y su reforma como expresión de
la voluntad del poder constituyente, y la ley ordinaria (de
diversas clases) como expresión de la voluntad de su órgano,
u órganos, constituidos en el Estado.

En cuanto al sujeto titular, aquel legitimado para ejercer los
poderes y funciones propios de la soberanía, el artículo 1.2.

CE es bien claro: la soberanía nacional reside en el pueblo
español, que está en el origen de los poderes del Estado.

2.El federalismo, en cuanto fórmula de estructura del Estado
que pretende la unidad política a la vez que la preservación
de los estados federados que la integran, presenta una
modulación propia:

El titular de la soberanía no se configura como un sujeto simple,
sino como un sujeto internamente compuesto por dos elementos,
el conjunto de ciudadanos de la federación, más cada uno de
los conjuntos de ciudadanos de cada uno de los estados
federados, lo cual genera consecuencias en relación con la
reforma constitucional: para su aprobación se exigirá el concurso
de la voluntad federal y de la voluntad de los estados miembros,
pudiendo expresarse esta última directamente o a través de un
órgano federal representativo de aquéllos.

La estructura federal afecta igualmente a la aprobación de la
ley, puesto que exige, en primer lugar, que la ley federal
necesite para su aprobación, por lo menos en ciertas clases
de leyes, además del concurso de la cámara legislativa
representativa de la población federal, el de la cámara legislativa
representativa de los estados; y, en segundo lugar, hace
necesario un ordenamiento jurídico que incluya una doble
categoría de leyes: la federal y la estatal, organizado en relación
con un sistema de distribución de materias competenciales y
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de potestades públicas entre la federación y los estados.
También en el proceso de aprobación de la ley se hace visible
la dualidad en la composición del sujeto titular de la soberanía.

3.En lo que se refiere al Estado de las autonomías como fórmula
particular de descentralización política, hay que considerar
ahora que la Constitución española de l978 fue aprobada por
las cámaras legislativas representativas de la población y
refrendada por ésta, que no existe cámara representativa de
los entes territoriales políticamente descentralizados, que la
reforma constitucional consecuentemente sólo exige la voluntad
positiva cualificada de las cámaras legislativas y, en su caso,
de la población mediante referéndum, y que la ley estatal es
expresión de la voluntad de los órganos centrales del Estado,
que, como se acaba de decir, no incluyen representación política
territorial.

Ahora bien, hay que considerar también que la autonomía de
las nacionalidades y regiones está constitucionalmente
garantizada: el ordenamiento incluye la doble categoría de
leyes: estatal y autonómica, y si bien resulta cierta la ausencia
de garantes institucionales de la autonomía, los estatutos de
autonomía, integrantes del bloque de la constitucionalidad y
norma institucional básica de la comunidad autónoma y creadora
de ésta, solamente pueden ser reformados mediante un concurso
positivo de las voluntades de los representantes del pueblo
español y del pueblo de la comunidad autónoma, más, en su

caso, del pueblo de la comunidad autónoma directamente
mediante referéndum, lo cual, a su vez, está constitucionalmente
garantizado, puesto que los artículos l47 y l52 prescriben que
los estatutos de autonomía sólo pueden ser reformados por los
procedimientos en ellos establecidos.
Si a lo anterior se añadiera una eventual reforma constitucional
de la cámara llamada de representación territorial (Senado),
podría fundamentarse la afirmación de que el titular de la
soberanía (2.1. CE) se configura como un sujeto complejo,
aunque fuera en términos sobrevenidos.

4.El tipo de Estado democrático y de derecho impone al titular
de la soberanía un cierto modo de ejercicio de la misma. Obliga
a que la ley, en todas sus clases, disponga de ciertos contenidos
y sea elaborada y aprobada a través de ciertos procedimientos,
ello en lo que se refiere a cómo regula la propia Constitución
el Estado y a su funcionamiento, a cómo regula las relaciones
entre el Estado y los ciudadanos y a cómo regula las relaciones
ente los ciudadanos entre sí.

Puesto que la necesidad de la existencia del Estado se funda-
menta en el reconocimiento y garantía de los derechos de los
individuos y el deber del cumplimiento de la ley, en el
consentimiento de los gobernados, la capacidad de vehicular
decisiones políticas a través de normas jurídicas, es decir, el
ejercicio mismo de la soberanía, está sometida a ciertas
condiciones de carácter sustantivo (reconocimiento y garantía
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de derechos), de carácter organizativo (división de poderes)
y de carácter procedimental (procedimiento de elaboración y
aprobación de la ley y de las sentencias judiciales).

5.El tipo de Estado democrático y de derecho que además se
configura como multinacional o plurinacional impone también
al titular de soberanía ciertos límites en su ejercicio, que a
diferencia de los anteriores, perfectamente incorporados a la
teoría de la Constitución, resultan presentes pero inciertos,
difusos y en estado de elaboración. La cuestión presenta
especial dificultad, puesto que la formulación tradicional de
la soberanía propia del Estado de derecho y democrático se
ha elaborado en el contexto y para el Estado nacional y porque
la fórmula tradicional de la autodeterminación suscita serios
problemas de interpretación jurídica. En este punto, la
elaboración más fructífera parece hallarse en la línea de la
sentencia del Tribunal Supremo Canadiense. En efecto, lo que
la teoría de la Constitución no ha resuelto es la cuestión de las
minorías nacionales, como minorías estructurales, es decir, de
aquellas que no pueden por definición jamás transformarse en
mayoría política por sí mismas. La tan difundida sentencia
mencionada afirma la existencia de un límite a la soberanía
nacional, en virtud del principio democrático o de otra soberanía
nacional con la que coexiste en el mismo Estado, límite que
puede formularse de modos muy diversos, pero lo que resulta
cierto es que las minorías estructurales no pueden confundirse
con las minorías políticas y no pueden ser tratadas como

meramente tales.

En lo que se refiere a la soberanía nacional en el contexto de
las relaciones internacionales1 los artículos 93 a 96 CE no
ofrecen dudas desde el punto de vista de su interpretación
literal. Es muy posible que, incluso en la Unión  Europea, la
«crisis» del concepto se haya exagerado. Pero éste es ya un
punto de discusión distinto.

1 Se habla habitualmente de independencia, cosoberanías, soberanías
difusas, borrosas, perforadas, etc.
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SOBERANÍA I GOVERNANÇA

Xavier Arbós
Catedràtic de Dret Constitucional a la Universitat de Girona i membre
de la Comissió Assessora per a la reforma de l’autogovern, creada
per la Conselleria de Relacions Institucionals i Participació de la
Generalitat.

Mentre sonen les absoltes pel concepte de sobirania, un nou
terme està fent via en el vocabulari polític: «governança». Si
li seguim la pista per tal de trobar-ne les arrels, veurem com
apareix en el llenguatge acadèmic anglès pels volts dels anys
vuitanta del segle passat. «Governance» serveix per a designar
l’intent de governació de les relacions internacionals. D’aquest
àmbit passa, més endavant, a la terminologia de la gestió
empresarial, com a sinònim de «bon govern» i s’instal·la en
el vocabulari oficial de la Unió Europea amb el seu Llibre
Blanc corresponent, on es perfilen les reformes necessàries
per a millorar el govern europeu.

Sembla que la sobirania és un concepte del passat, de l’època
dels monarques que acabaven d’edificar els estats moderns,
que no volien reconèixer cap autoritat externa i lluitaven per
mantenir-ho. També sona antiquat si pensem que la sobirania
era la bandera que s’aixecava per arrabassar l’autoritat suprema
del rei i posar-la en mans de la nació o per negar-la a una nació
aliena i construir per a la pròpia un Estat. D’això, ara se’n diu

«sobiranisme». Si aquesta darrera reivindicació encara mobilitza,
també és veritat que la sobirania ens inquieta: evoca una autoritat
final, i això no lliga massa amb la sensibilitat de l’època. La
sobirania ens recorda la darrera paraula del poder en cru.

En canvi, «governança» apareix acompanyada d’una aura de
bondat. Els diccionaris ens indiquen que la governança és
l’exercici del govern adreçat a la prosperitat dels ciutadans.
I, a més, la governança no és pròpia dels estats, aquests monstres
freds culpables de tants crims. Si poguéssim substituir l’exercici
del poder per la governança, el món seria millor. O ho semblaria:
potser canviant els noms, de «govern» a «governança», els
ciutadans començaríem a creure que se’ns mana a fi de bé.

Abans que l’onada dels eufemismes políticament correctes
cobreixin de melmelada la teoria realista del poder, val la pena
salvar el concepte de sobirania. No és fàcil. És impopular per
les connotacions autoritàries i separatistes, i complicat perquè
té certament elements anacrònics o que s’hi estan tornant, com
el que fa referència a l’Estat. Tot i amb això, em sembla que
és necessari, perquè el concepte de sobirania té encara utilitat.

Al meu entendre, una reflexió sobre el concepte contemporani
de sobirania ha de considerar dos aspectes. El primer, de
caràcter polític, té a veure amb l’eficàcia de l’exercici del
poder: la sobirania s’equipara amb la supremacia, i l’autoritat
sobirana és aquella que s’imposa a qualsevol altra. El segon
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aspecte és més ideològic: la sobirania és l’atribut de l’autoritat
que no reconeix la superioritat de cap altra autoritat.
L’anàlisi pot començar per consideracions descriptives, de
caire polític. La primera part d’aquesta anàlisi serà breu i poc
original. En descriure les autoritats sobiranes, tots hem de
mirar cap als Estats Units. Aquest país té el poder per a imposar-
se a qualsevol altre, i n’hi haurà prou de referir-se al seu
armament de destrucció massiva i al nivell de les seves despeses
militars. D’altra banda, ja ha donat proves de la seva disposició
a prendre iniciatives militars sense comptar amb les Nacions
Unides. A escala internacional, no podem trobar cap sobirania
equiparable a la dels Estats Units. Però cal dir també que
l’exercici de la sobirania per part dels Estats Units està
condicionat per l’opinió pública: la sobirania no existeix «cap
endins» en el mateix grau que «cap enfora». Això s’explica
perquè, en el país més poderós del món, l’autoritat que disposa
de la força és elegida, i s’ha de tenir en compte que el caràcter
democràtic del sistema condiciona l’exercici de la sobirania.
L’opinió pública, que es manifesta a cada elecció, és una
dimensió ideològica. I, des del punt de vista ideològic, la
sobirania té també a veure amb la legitimitat. Almenys en un
sentit negatiu: a ningú, tret del titular de la sobirania, no se li
reconeix una autoritat superior. En el pla internacional, aquesta
dimensió ideològica pot operar com un límit de l’exercici de
la sobirania. La manca de respecte a la supremacia de l’autoritat
d’un Estat té un cost: el de fer molt inestables les bases de la
nova sobirania que es vol construir.

Les consideracions anteriors intenten destacar els aspectes
ideològics de la sobirania, indestriables de la simple constatació
del grau de supremacia del poder que es vol sobirà. Ens
equivoquem si entenem el poder com un tot, del qual el sobirà
pot disposar. L’Estat liberal, des dels seus orígens, ha pretès
fragmentar-lo. Certament, ha volgut, i ha aconseguit, dividir
el seu poder, el de l’Estat. Però sabem que hi ha altres poders,
amb perfils molt més flexibles que els de l’Estat. En una
economia globalitzada, les grans multinacionals mouen una
notable capacitat d’influència, de poder, que els estats no
sempre són capaços de frenar. I, al costat de les multinacionals,
hi ha una constel·lació d’ONG que també travessen fronteres
i configuren l’embrió d’una opinió pública mundial.

La capacitat descriptiva del concepte de sobirania no pot ser
molt gran si l’associem a les categories estatals per a les quals
va néixer. No pot haver-hi cap sobirà «absolut». Des del punt
de vista ideològic, recordem que el monarca a legibus solutus
tenia aquesta condició perquè, en la mesura que podia canviar
les lleis que ell mateix feia, no hi estava subjecte. Ara, cap
institució dels estats del món occidental, i encara menys cap
persona, no pot pretendre situar-se en aquesta posició sobirana.
Tampoc no pot fer-ho en el pla internacional, almenys de
manera oberta, ni pot ignorar el pes dels tractats. I, si ens fixem
en l’efectivitat del poder, no existeix un poder absolut fora de
les experiències totalitàries. No hi ha un sobirà que tingui tot
el poder.
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Aquestes consideracions no tanquen les possibilitats del
concepte de sobirania. Va néixer com un element indis-pensable
per a la construcció dels estats-nació: servia per a negar
l’autoritat del Papa o de l’emperador. Potser encara és útil amb
objectius semblants, però des d’un altre punt de partida. Es
tracta de mirar cap al futur.

La sobirania comporta la possibilitat de decidir en última
instància. Si el mercat és la transacció permanent, la sobirania
pertany a l’àmbit del polític. L’exercici de la sobirania posa
fi a la transacció: és la darrera paraula, o pretén ser-ho. El
mercat no és ben bé el Papa, però estarem d’acord que
comparteix amb la religió la tendència del seus apòstols a
establir dogmes i a escoltar amb prevenció les prèdiques
externes. Quant a l’imperi dels nostres dies, la sobirania és un
element d’oposició. Una de les notes de la sobirania és el
rebuig de la superioritat aliena. No és que se’n negui l’existència,
ben òbvia a vegades, sinó que es refusa la legitimitat de la
jerarquia.

El concepte és útil encara en el discurs polític. Resulta útil per
a reivindicacions antigues, i no necessàriament obsoletes, del
nacionalisme que vol equiparar sobirania i independència. El
principi de les nacionalitats reclama un Estat per a cada nació
per tal que aquesta pugui ser sobirana. Un, però, no pot deixar
de pensar que els nous estats acabaran trobant les mateixes
limitacions a la sobirania que els antics. Per a ells, per als

estats «falsament» nacionals i per als «veritablement» nacionals,
el concepte de sobirania té les mateixes mancances descriptives,
perquè el poder estatal ja no és absolut. Ara bé, des de la
perspectiva ideològica, és el referent que representa l’instrument
per a assolir aspiracions col·lectives sense condicionaments
aliens.

El concepte de sobirania pot condensar l’aspiració a la
supremacia de la política. És un concepte radicalment polític,
i localitza en el seu titular la capacitat de formular, legítimament,
la decisió final. Fins a l’eclosió de la globalització, semblava
que era l’Estat qui havia d’exercir i defensar la sobirania en
nom del seu titular, la nació. Ara, l’Estat està perdent poder,
i potser per això la idea de sobirania sembla buscar qui ha de
ser-ne el titular. La nació té encara mèrits, perquè en el seu
espai es decideixen moltes coses. No hi ha, però, una nació
universal ni un Estat universal que siguin capaços d’imposar-
se a les forces del mercat o de l’imperi que no respecten
fronteres. Per si de cas la governança no fos eficaç, guardem
la idea de sobirania.
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NOTA SOBRE EL CONCEPTO DE SOBERANÍA

Pere Vilanova i Trias
Catedràtic de Dret Constitucional a la Universitat de Barcelona,
ex-magistrat del Tribunal Constitucional d’Andorra, assessor de
l’Ajuntament de Barcelona i comentarista polític en política
internacional.

La noción de soberanía va asociada a la de poder soberano, aquí
aplicada al Estado. La historia de las ideas políticas muestra
claramente, desde Jean Bodin hasta nuestros días, pasando por
Maquiavelo, Thomas Hobbes, John Locke y Montesquieu, que
se trata de una ficción social, de una construcción social de la
razón humana. Y aplicada al Estado, tiene funcionalmente dos
significados, dos acepciones: hacia «dentro» del sistema social
que gobierna, y hacia «fuera», hacia el entorno internacional o,
si se quiere (aunque el término es más polémico), hacia la
sociedad internacional. Aunque el sujeto es el mismo (el Estado),
este poder soberano, poder supremo formalmente no disputado
en sus prerrogativas por ningún otro sujeto o actor, opera
funcionalmente en dos sentidos distintos, y de eficacia distinta.
Y, por supuesto, con efectos bien distintos.

El sistema internacional, tras un somero análisis empírico, no
puede ser descrito como un sistema ordenado o estructurado.
De entre las varias razones, se pueden citar las diferencias
entre la vida política internacional y la de las partes o

subconjuntos que la forman.
Por un lado, la relativa perfección (estructura portadora de
orden) de las instituciones «internas»:

a) La sociedad estatal o subestatal se caracteriza por una
clara distinción entre gobernantes y gobernados. Los gobernados
son individuos; pueden o no estar agrupados en función de
intereses diversos (económicos, políticos, religiosos, lingüísticos,
etc.); y están efectivamente sometidos al derecho. Los
gobernantes ejercen funciones claramente establecidas en el
derecho, en teoría ejercen su función en base al interés general,
y la estructura del poder político responde a las nociones de
orden y jerarquía.
b) Ello reposa sobre la eficacia del llamado derecho doméstico
o interno (por oposición al derecho internacional), que tiene
como fundamento su obligatoriedad. Dicha obligatoriedad
reside en el hecho de que el ordenamiento estatal (o subesta-
tal) es el emisor único de normas de obligado cumplimiento.
Su eficacia reside no sólo en el hecho doctrinal de que el emisor
tiene el monopolio de dicha prerrogativa, sino que también
dispone de los agentes necesarios (policía, jueces) para hacer
efectivas dichas normas, a tal punto que no se puede esgrimir
el desconocimiento de una norma para incumplirla, y la sanción
en este caso no tendrá en cuenta dicha ignorancia como eximente.

Por otro lado, la llamada «imperfección» de las estructuras
del sistema internacional:
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a) El sistema internacional carece de una estructura ordenada.
No incluye una distinción clara entre gobernantes y gobernados.
Los actores relativamente identificables como portadores de
orden son los estados y las organizaciones internacionales,
pero coexisten con actores de naturaleza muy confusa.
b) No existe algo parecido a un centro de poder, un gobierno
mundial, ni existen agentes encargados de aplicar
coercitivamente las decisiones de aquél. Las estructuras con
vocación al orden –Naciones Unidas, Comunidad Europea,
etc.– están formadas básicamente por estados, que mantienen
entre sí una relación formalmente horizontal (todos iguales y
soberanos), pero de hecho también vertical (dominación material
de unos sobre otros, jerarquía, interdependencia). El propio
derecho internacional, como veremos, tiene una naturaleza
distinta a la del derecho doméstico, tanto por su fundamento
como por su aplicación, eficacia y grado de exigibilidad. No
hay un legislador único, no hay un ejecutivo mundial, no hay
agentes para la aplicación de las decisiones normativas.

De lo dicho hasta ahora se podría deducir que definimos el
sistema internacional como un sistema no estructurado y
desordenado, por oposición a los sistemas políticos estatales,
estructurados y ordenados. Conviene matizar, sin embargo,
que esta contraposición es relativa, y que del mismo modo
que los sistemas clásicos integran sólo relativamente el conflicto
y el desorden, el sistema internacional no es sólo caos y
desorden. Tal como se deduce de un análisis más porme-

norizado, el sistema internacional es la resultante de tendencias
contradictorias, que se pueden agrupar en dos polos: las
tendencias al desorden y las tendencias a la estructuración y
al orden (todo ello, siempre, en términos relativos).
Uno de los primeros elementos a clarificar en este proceso es
justamente el problema de los actores. El razonamiento seguido
hasta ahora parte de la premisa de que el Estado no es el único
actor del sistema internacional. Ni siquiera el sistema
internacional es reductible a los actores Estado y organizaciones
internacionales. Por tanto, existen muchos actores, y uno de
los problemas esenciales es la naturaleza diversa de casi todos
ellos. Diversa en grados, que va de los matices hasta la diferencia
antagónica. Caso de diferencia relativa o de matiz: el actor
Estado y el actor organización internacional. Caso de diferencia
antagónica (o diferencia difícilmente conciliable): el actor
organización internacional y el actor terrorismo (el primero,
«internacional» por definición; el segundo, paradigma de lo
«transnacional») (Zorgbide 1983).

En el plano estatal, un sistema es ordenado si el Estado funciona,
si cumple sus funciones, si ostenta efectivamente el monopolio
de la coerción legal y tiene los medios para aplicarla. En esta
descripción no entra, de momento, ninguna consideración de
si tal orden es «justo» o es «injusto». Estas categorías aparecen
cuando se analiza si el poder político del Estado es más o
menos legítimo, además de legal: si el principio de legalidad
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se deriva del contrato social, si el titular del poder sale del
sufragio universal en elecciones competitivas. En el plano
estatal, el tema está resuelto no sólo en términos de morali-
dad, sino de eficacia: está demostrado (y la caída de la URSS
ha sido la prueba para recalcitrantes) que el sistema más
democrático es, además de más justo, mucho más eficaz,
precisamente porque está en mucho mejores condiciones de
cumplir sus funciones. El consentimiento explícito de los
gobernados, según los mecanismos actuales del Estado social
y democrático de derecho, es la prueba definitiva de que la
ecuación legalidad-legitimidad está resuelta en lo fundamental.
Y el sistema es tanto más ordenado cuanto mejor funciona
esta relación.

El sistema internacional, como se ha dicho, no tiene una ca-
pacidad ordenadora comparable a la del sistema estatal. No
tiene el mínimo de orden social que puede ser definido como
el conjunto de normas, prácticas y procesos capaces de
garantizar la satisfacción de las necesidades básicas del conjunto.
Definición que, dice este autor, tiene la ventaja de purgar el
concepto «orden» de todos los aspectos ideológicos que a
menudo lo acompañan. A la ausencia de un poder superior al
de las partes, hay que añadir la ausencia, o por lo menos
debilidad, de valores comunes que subyazcan al conjunto del
sistema. Además cabría distinguir, a nivel internacional, entre
el orden inter-estatal y el orden global (o mundial). Desde esta
perspectiva, nos dicen, el orden internacional concebido como

orden inter-estatal presenta, a pesar de todo, un balance
considerable a su favor, puesto que ha conseguido establecer
parámetros aceptables de supervivencia de los Estados, de las
relaciones de éstos entre sí, de reglamentación incluso del uso
de la fuerza y, por vía indirecta, una cierta capacidad indirecta
de garantía de supervivencia de sus habitantes, por mucho que
subsistan diferencias entre unos y otros. Algunos autores llegan
a la conclusión de que, en términos relativos y a pesar de todas
sus imperfecciones, el orden inter-estatal está en un estadio
mucho más avanzado que el orden global, entendiendo como
tal el mundo como sociedad internacional.
En este sentido, en suma, la distancia que hay entre la capacidad
de ordenación que tiene el Estado en su dimensión interna y
el desorden predominante en la sociedad internacional es la
distancia que separa la eficacia de la soberanía (del mismo
sujeto: el Estado) según opere hacia dentro o hacia fuera.
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EL CONCEPTE DE SOBERANÍA

Jordi Guiu
Professor titular de Sociologia a la Universitat Pompeu Fabra, on
és, a més, el degà de la Facultat de Ciències Polítiques.

Amb el concepte de «sobirania» succeeix el mateix que amb
altres grans conceptes polítics, com ara els de llibertat o igualtat:
es fa difícil definir-los amb precisió, entre altres coses perquè
són conceptes històrics que van adquirint la seva significació
en relació amb el context en què són utilitzats i amb les diferents
i canviants aspiracions a què remeten.

Aquí pretenc apuntar que l'inicial sentit modern de sobirania
–fort, absolut, excloent– ha de ser «actualitzat» per a captar i
expressar una realitat política molt més complexa, global i
transversal.

S’entén per sobirà aquell que preval per sobre dels altres.
Aquella mena de bé que està per sobre dels altres béns; la
major virtut que està per sobre de les altres, etc. En política,
sobirà és també aquell que preval per sobre dels altres, el qui
té el màxim –tot– el poder, la capacitat de fer la llei i d’executar-
la. Així, a les antigues monarquies, sobirà era, i només era, el
rei. El sobirà és el dipositari de tot el poder, al qual tothom ha
de sotmetre’s, segons un pacte establert entre la societat i el
sobirà (Hobbes). En els sistemes democràtics, en canvi, sobirà

és –es diu– el poble, sempre que, i en la mesura que, aquest
poble disposi efectivament dels mitjans, o almenys del dret,
d’imposar-se als altres poders, de fer valer la seva voluntat.
En aquest darrer sentit, la sobirania és l’expressió d’un pacte
establert entre els membres de la societat (Rousseau).

La sobirania, així definida –el dipositari de tot el poder, el qui
és capaç de fer valer tota la seva voluntat– només pot ser
absoluta. Tanmateix, en realitat, el principi de sobirania sempre
s’ha concretat de manera relativa. El monarca sempre ho ha
estat d’un determinat regne, això és, més enllà de determinades
fronteres, el seu poder es difumina, és més, el seu poder sobirà
és real en la mesura que pot delimitar un territori dins del qual
és capaç de governar i de «fer la llei». Ni tan sols les anomenades
«monarquies absolutes» eren realment absolutes: estaven
limitades per certes regles, el respecte a la propietat privada,
per exemple; sovint no controlaven el propi territori i no
disposaven d’un aparell administratiu capaç de governar tots
el racons del regne.

En els règims democràtics, la sobirania popular es materialitza
(malgrat Rousseau) per mitjà de l’elecció de representants,
que són els qui fan les lleis, els qui trien els governants i,
ocasionalment, els qui participen directament en alguna decisió
(és el cas dels referèndums). En aquest cas, els límits de la
sobirania popular, a més de l’existència dels diferents «poders
fàctics», són establerts per l’estructura institucional i pel grau
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de participació i implicació efectiva del poble en la vida política.

És evident, doncs, que en el seu sentit polític, la idea de sobirania
ha anat lligada a uns límits territorials i a l’existència d’unes
determinades institucions polítiques. És per això que
modernament la sobirania política s'ha vinculat a  l’existència
de l’estat-nació, expressió que fon, aparentment sense problemes,
dues realitats problemàtiques en si mateixes: estat i nació.

Avui, a més, el principi de sobirania ha de fer front a altres
limitacions. Unes tenen a veure justament amb la crisi de
l’estat-nació, amb el seu enfrontament amb altres fonts de
poder: poders econòmics multinacionals o transnacionals,
moviments socials, opinió pública, mitjans de comunicació,
religions, etc. D’altres tenen a veure amb qüestions institucionals
i culturals: el buidatge de contingut dels sistemes democràtics
i els processos electorals, la creixent desafecció de sectors
importants de la ciutadania respecte de la política institucional
(i sovint de qualsevol altra).

Si acceptem, doncs, la naturalesa relativa de la sobirania,
podem distingir el seu component material, els graus reals de
sobirania, del seu component formal: normalment, l’existència
d’un estat-nació i, per a ser més explícits, l’existència de
fronteres i el seu reconeixement per les Nacions Unides. Entre
un pla i l'altre, però, es creua el complicat fenomen de la
integració i la cohesió social. Una societat estarà més integrada

i cohesionada com més eficient sigui, com més justa sigui,
com més control sobre si mateixa tingui. Però també ho estarà
més en la mesura que disposi d’uns valors compartits. Aquests
valors, avui, solen ser de caràcter molt abstracte: els drets
humans, per exemple, que, tanmateix, per la seva universalitat,
tendeixen justament a una consciència cosmopolita més que
no pas a una cohesió local. Aquesta consciència ha anat lligada
modernament al nacionalisme, entès com una mena de religió
civil (Rousseau, Durkheim, Tocqueville...).

Voldria, per acabar, citar només la paradoxa d’aquesta expressió.
El substantiu, que fa referència a la fe, i l'adjectiu, que ens
remet a la laïcitat. Hi ha nacionalismes que s’inclinen més cap
al substantiu, aquells de caràcter romàntic, basats en una idea
de la nació com a realitat homogènia (cultural, lingüística, i
a vegades ètnica o religiosa) i amb uns orígens comuns, mentre
que altres posen l’èmfasi en el civisme: en l’acceptació de la
igualtat de drets dels diferents, en les virtuts cíviques, en el
projecte comú més que no pas en els orígens comuns. Certament,
aquesta segona variant del nacionalisme, de tradició republicana,
és més exigent, atès que, en lloc d’afalagar sentiments i
despertar passions, situa la racionalitat política (en el sentit
clàssic, grec, de la paraula) en el primer pla de la convivència.
Tanmateix, la història ja ens ha ofert prou exemples del que
dóna de si el primer tipus de nacionalisme. D’altra banda, crec
que un nacionalisme cívic és més coherent amb la visió relativa
de la sobirania que aquí he defensat com a més realista.
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Al meu entendre, el manteniment d'una concepció estreta,
absoluta, de la sobirania, avui és més aviat un obstacle
conceptual per a la comprensió i la millora política de les
nostres societats que no pas un concepte que ajudi a la integració
dels drets i llibertats individuals i col·lectius.

EL CONCEPTE DE SOBERANÍA

Marc B. Escolà i Pons
Catedràtic acreditat de Ciència Política a la Universitat Abat Oliba-
CEU, de la qual és, a més, el secretari general. És assessor del Centre
de Recerca Thomas Becket en temes de governabilitat i seguretat.

L’articulació territorial de la sobirania
Dues grans tradicions aporten solucions oposades a la voluntat
del macrosistema administratiu modern d’aplicar sobre tot el
seu territori aquell poder «irresistible» que els clàssics anomenen
sobirania. Una d’elles és la tradició britànica del self-
government, niuada de les col·lectivitats locals descentralitzades;
l’altra seria la tradició jacobina i napoleònica, que a partir del
patró del sistema prefectural francès ha donat lloc a la teoria
de la desconcentració (Escolà 2003, 121). Tanmateix, malgrat
que no és pas complicada la distinció teòrica entre descentralitzar
(transferir a una altra administració el poder de decisió sobre
un tema) i desconcentrar (traslladar a òrgans inferiors de la
mateixa administració aquest poder), a la pràctica trobem
sovint ambdós fenòmens units, i la seva apreciació resulta
difícil d’aclarir.
La primera via d’articulació territorial comporta que les
administracions locals, a més de les tasques pròpies de la seva
autonomia, siguin executores de polítiques elaborades per les
instàncies central o subestatal, cosa sovint prou conflictiva1.
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En altres casos, són les administracions subestatals les que
han d’assumir funcions centrals 2.

En canvi, en la segona via, exceptuades les competències
pròpies dels ens locals, que són relativament poques, observem
que les tasques de l’administració central són executades
directament pels seus efectius, implantats a aquest efecte per
tota la geografia constitucional. Aquest és el model present a
la República Francesa i a un bon nombre d’epígons del seu
model, amb una administració central articulada
departamentalment i, d'uns quants anys ençà, regionalment
(Quermonne 1993).

La realitat, però, ens permet observar la presència de sistemes
mixtos, en especial als grans estats europeus occidentals.
Aquest és, per exemple, el cas del Regne Unit de la Gran
Bretanya i Irlanda del Nord, la pàtria del local self-government,
on durant el darrer quart del segle xx, les progressives
reestructuracions territorials han anat llimant el poder local,
fins al punt de perdre la competència general sobre el territori
i quedar delimitat en una limitació taxada d'atribucions (Cuchillo
1985). Així, de forma ben sorprenent, fins a la recent
«devolució» de l’autonomia política i administrativa als tres
territoris històrics, el Regne Unit de la Gran Bretanya era
considerat un dels estats més centralistes del món (Ashford
1982; Aucoin & Bavkis 1988).

El cas del federalisme cooperatiu alemany presenta una altra
dimensió evolutiva. El repartiment, constitucionalitzat l’any
1949, de competències exclusives entre administració central
i administracions subestatals es va revelar ben aviat massa
rígid. La concurrència material de les competències va exigir
una cooperació creixent entre ambdós nivells. Aquesta dinàmica
va resultar ben beneficiosa per al centre, que sota la denominació
de federalisme cooperatiu va aconseguir, en la reforma
constitucional del 1979, que la major part de les competències
dels Länder esdevinguessin «tasques comunes» de les dues
administracions. Així, l’actual autonomia subestatal es basa
en la seva incontestada capacitat executiva, sense desmerèixer
la seva capacitat política en el marc legislatiu (Ziller 1993).

És ben cert que el model cooperatiu alemany mostra una
notable força expansiva sobre altres països en descentralització.
Sovint se l’ha vist com el camí del mig entre les dues tradicions,
i la Unió Europea no pot negar que el seu sistema d’associació
amb d’altres administracions públiques segueix la traça del
finançament encreuat alemany (Debbasch 1981).

L’evolució del macrosistema francès manifesta una tendència
continuada vers la desconcentració, en un intent d’actualitzar
el model jacobí clàssic des de les mateixes bases centralistes.
El «regionalisme funcional» intentà, a principis dels anys
seixanta, ordenar l’acció de l’administració central sobre el
territori incorporant participació política i social a unes articu-
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lacions de caràcter estrictament tècnic i burocràtic. Això va
generar l’aparició d’un «poder perifèric» incipient que acabaria
essent el suport de les grans reformes descentralitzadores dels
anys 1982-1984, en les quals els serveis desconcentrats són
transferits als nous ens locals departamentals i regionals, dotats
d’una certa autonomia administrativa. Finalment, les reformes
del 1992 assumeixen la reducció del centralisme territorial i
s’endinsen en la regulació de la cooperació entre regions,
departaments i municipis, al mateix temps que intenten adaptar
les regles del joc polític local a la nova dimensió del seu paper
institucional (Meny 1983).

El cas espanyol és potser el que aporta una transformació de
model més radical. L’Estat franquista articulava la seva
administració central per tot el territori, seguint el model dels
departaments francesos i les províncies italianes. L’autonomia
dels ens locals (província, illa, municipi) era administrativa,
i d’un limitadíssim abast, coherent amb un sistema polític no
representatiu. La descentralització política encetada per la
Constitució del 1978 creà el nivell subestatal –les disset
comunitats i les dues ciutats autònomes– i el dotà d’autonomia
política i administrativa, alhora que l’autonomia local s’eixampla
i es consolida amb la ratificació, l’any 1988, de la Carta
Europea de l’Autonomia Local. Aquest procés ha comportat
una minva substantiva de l’articulació territorial de
l’administració central i un creixement espectacular de
l’articulació subestatal, fet, aquest, que situa el Regne d’Espanya

entre els estats més descentralitzats de la Unió Europea, seguint
la petja del federalisme cooperatiu germànic (Escolà & González
1999).

A grans trets, hom pot afirmar que l’articulació territorial de
les administracions centrals presenta una tendència regressiva
arreu del món, i que, en el cas de les administracions subestatals,
ja només creix en aquells països immersos en un procés
descentralitzador (Terrazoni 1992).

L'una administració i l'altra desenvolupen encara articulacions
territorials de caràcter funcional, a través d’organismes
especialitzats en una o altra tasca pública (salut, correus,
ocupació...), però rarament articulacions administratives de
caràcter general. És ben clar que la principal preocupació a
hores d’ara ja no és tant la presència per tot el territori com la
capacitat jurídica i tècnica de dirigir i controlar el compliment
de les decisions (Pitt 1981).

Això es fa palès observant les funcions de figures tècnico-
polítiques com la del Comissari de la República, en la fórmula
francesa de desconcentració, o la del Delegat del Govern Central,
en la descentralització autonòmica espanyola. En ambdós casos
es fa evident que la funció principal de director dels serveis
centrals sobre el territori és, a la pràctica, relegada per la funció
de control sobre els ens desconcentrats o descentralitzats, d’aquí
la gran significació política assolida per aquestes figures 3.
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Aquesta dinàmica de «concentració capitalina» i
d’especialització directiva de les administracions centrals,
traslladada també a un bon nombre d’administracions
subestatals, troba arguments de racionalitat econòmica molt
poderosos, que reforcen decisivament el discurs
descentralitzador o desconcentrador de fons. Però no hi ha
dubte que aquesta «retirada» del territori comporta una
redefinició de les tasques dels ens locals, receptors de noves
competències executives (amb un finançament no sempre
satisfactori), que acaben convertint-los en agents de les
administracions centrals o subestatals, desvirtuant la seva
autonomia i provocant una gran conflictivitat interadministrativa
(Common, Flynn & Mellon 1993).

Administracions locals: poder, autonomia i autogovern
En els països que no han desenvolupat la tradició de
l’autogovern local, el conjunt dels seus ens locals constitueixen
la seva Administració Local. Com s’ha avançat en la primera
part, a diferència de l’Estat i de les entitats subestatals, que
tenen una administració al seu servei, els ens locals només
«són» administració (López-Nieto 1989, 98).

Certament són administracions públiques i, per tant, dotades
de les corresponents prerrogatives i potestats, però cal no
oblidar que les disposen amb caràcter derivat i no originari,
és a dir, els han estat concedides per instàncies polítiques

superiors, que en un moment determinat poden modificar-les
en un sentit o un altre (Vandelli 1992).

La doctrina administrativista, en especial l’espanyola, posa en
relleu la diferència legal que s’observa entre uns ens locals
que són territorials i uns altres que no ho són. Aquesta distinció
jurídica és molt important per a copsar la naturalesa del poder
local. Històricament, un conjunt de persones que viuen en un
territori i que s’agrupen en defensa dels seus interessos formen
una comunitat local, identificada precisament per aquest element
essencial que és el territori, que elles representen i defensen.
Aquests serien, doncs, els ens locals territorials, que en el cas
espanyol són els municipis, les illes i les províncies. Per a la
resta dels ens locals, el territori seria només el referent espacial
de la seva activitat i no l’element essencial (Escolà & González
1999).

Una de les discussions històriques a propòsit del municipi és
la seva condició «natural» o «legal», és a dir, si és o no un fet
anterior al seu reconeixement jurídic i, per tant, si cal atorgar-
li uns drets pre-constitucionals o no. Normalment, els tractadistes
del tema, sobretot els juristes, intenten desactivar la discussió
afirmant que sota la denominació de municipi es presenten
dues definicions pertanyents a àmbits molt diferents: la jurídica,
per a la qual la denominació de municipi és una categoria
jurídica determinada, inserida en un ordenament vigent, i la
perspectiva històrica i sociològica, per a la qual resulta evident
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que el municipi és una realitat que neix i creix amb
independència de l’ordenament jurídic de torn, afirmant un
caràcter natural del municipi basat, no en les relacions de sang
com en el cas de la família, sinó en les de veïnatge. Aquesta
percepció del municipi la va il·lustrar Tocqueville dient que
l’Estat és una creació de l’home, mentre que el municipi ho
és de Déu (Jiménez-Nieto 1975).

Això no obstant, la realitat ens diu que el municipi, com a
realitat administrativa, només existeix en relació amb un
ordenament estatal superior, que el delimita i li atorga un règim
jurídic. Si aquest ordenament estatal no existeix, aleshores el
municipi esdevé ell mateix Estat. Aquest és l’exemple històric
que ens han deixat les polis gregues o les repúbliques italianes
renaixentistes, entre molts altres. Quan el municipi s’integra
a l’Estat és reconegut i regulat per la llei, que el converteix en
persona jurídica de dret públic, titular de la defensa d’un interès
general en el seu àmbit territorial, que comporta, en molts
casos, un reconeixement implícit de funcions polítiques menors
(la qual cosa esdevé arreu un dels problemes centrals del
subsistema polític).

La pràctica totalitat de les constitucions democràtiques
reconeixen el dret a l’autonomia administrativa dels seus ens
locals. Però aquest dret resulta molt difícil de concretar, de
forma que les tradicions polítiques de cada país són les que
acaben determinant l’àmbit de la seva autonomia, amb resultats

molt diferents. La percepció del que són interessos propis
locals que trobem a estats amb tradició de local self-government
pot arribar a la plana contradicció amb les concepcions
centralistes d’altres estats (Haynes 1980). Aquesta realitat és
la que va dur al Consell d’Europa a impulsar una homologació
de mínims a través de la Carta Europea de l’Autonomia Local,
progressivament ratificada i adaptada als ordenaments jurídics
de la majoria dels estats europeus, fins i tot els més centralistes
(però no sense reserves).

Els ens locals tenen reconeguts els tres elements bàsics de la
seva configuració: el territori, la població i l’organització. Cap
dels tres és estàtic i tots tres són emprats sistemàticament com
a criteris en les reformes de les administracions locals que
s’emprenen arreu. Així, la lluita contra el minifundisme muni-
cipal, emparada amb la incapacitat dels petits municipis d’oferir
uns serveis d’abast i qualitat homologable als d’altres municipis
més grans, posa en relleu una certa perspectiva racionalista en
les polítiques públiques a aquest efecte, que xoca frontalment
amb la voluntat de la ciutadania, sempre disposada a defensar
els seus trets d’identitat i autonomia per damunt de consi-
deracions economicistes (Sánchez-Morón 1990).

Afirmar que una agrupació humana és quantitativament
insuficient o excessiva, o que ho és el seu àmbit territorial o
les seves formes d’organització, revela en el fons la negació
de la condició natural del municipi. La recerca d’un «mapa
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ideal» dels ens locals és, en aquest sentit, qüestionable, i només
l’estratègia del foment voluntari de fusions municipals, aplicada
per diverses vies, resulta acceptable des d’aquesta concepció
(Terrazoni 1992).

Pel que fa als ens locals supramunicipals, presents també arreu
del món amb denominacions molt variades, cal constatar, en
primer terme, que la seva existència és efectivament un producte
de la llei i que, malgrat un reconeixement d’interessos
territorials, no hi ha lloc per a apel·lacions a un suposat caràcter
natural (Vandelli 1992).

En la història (sempre contemporània) de la majoria d’aquests
ens s’observa una etapa inicial de confusió entre la seva
condició local i la seva condició de circumscripció estatal,
confusió que encara s’observa en alguns llocs. I és que en la
seva gènesi va primar la funcionalitat al servei de l’administració
central sobre la funcionalitat supramunicipal, que és la que
avui dia apreciem per sobre de tot en aquests tipus d’ens locals
(Martín-Mateo 1987).

És evident que hi ha diferències qualitatives entre els ens locals
municipals i els supramunicipals. La concepció racionalista,
instrumental i operativa dels segons és el fonament de la seva
existència subsidiària. La ciutadania no percep ni coneix
l’administració supramunicipal de la mateixa manera que la
municipal. En molts casos, la relació directa amb la població

per part de les administracions supramunicipals és escadussera
pel fet de centrar-se aquesta principalment en tasques de
coordinació i relació amb els ens locals municipals.

La qüestió de la pluralitat de nivells supramunicipals s’ha
d’observar com la lògica conseqüència de les adaptacions que
cada país ha d’efectuar a les circumstàncies viscudes. En alguns
casos, la pluralitat presenta motivacions polítiques (és el cas
de Catalunya amb les comarques i les províncies), en altres,
són més aviat tècniques (àrees metropolitanes), o senzillament
són fruit de la dimensió del territori. En qualsevol cas, la
presència d’una pluralitat de nivells locals supramunicipals
rarament resulta pacífica, políticament parlant, sobretot en
aquelles societats qualificables de segmentades, ja sia per raons
nacionals o ètniques (Rhodes 1986).

La sedimentació territorial de l’aparell administratiu de
l’Estat
La situació perifèrica de l’administració local en l’articulació
entre societat i macrosistema administratiu li atorga una posició
específica en el marc de la regulació estatal. Una especificitat
que s’expressa en el tractament territorialitzat dels conflictes
socials, generadora d’una tensió permanent entre els pols
central i local que, per a l’equilibri del sistema, resulta necessària
i perillosa a la vegada (Meny & Wright 1985).
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Avui dia no es posa en dubte que les institucions locals són
de gran eficàcia per a la contenció i la canalització dels
conflictes, de forma que es mantinguin en un àmbit territorial
que no pertorbi el funcionament global de la societat. Així, el
poder local esdevé, de facto, una pantalla protectora (un
sistema de regulació parcial).

A partir de les atribucions que li són reconegudes, les autoritats
locals administren les contradiccions socials, esmorteeixen
les tensions, corregeixen els efectes negatius de polítiques
centrals i subestatals i creen noves solidaritats socials. A dit
efecte, tendeixen a desenvolupar interrelacions amb el medi
local i a estructurar-se de manera autònoma per tal de disposar
d’un marge real de maniobra davant les altres administracions
i defensar uns interessos específics dels grups socials en els
quals troben suport (Dente & Kjellberg 1988).

Aquesta dinàmica comporta un risc evident de conflicte i
desajustament en les relacions amb la centralitat. El poder
local pot reaccionar negativament davant certes decisions
centrals (la poll tax a Gran Bretanya, les nuclears a França,
els abocadors o els transvasaments a Catalunya) i oposar-s’hi
sense consideracions. Aquests conflictes revesteixen magnituds
preocupants quan posen en joc interessos socials superiors,
per la qual cosa el macrosistema administratiu ha de disposar
de mecanismes d’esmortiment i de mediació (Smith 1985).

En qualsevol cas, la dialèctica territorial entre poder central
i poder local constitueix una de les condicions essencials de
preservació dels equilibris socials en una comunitat política.
La qüestió és com resulten afectats aquests equilibris a mesura
que el poder central deixa de ser l’interlocutor del poder local
(de fet, esdevé un poder local més, però d’una nova escala)
com a conseqüència de la globalització i de la integració
supraestatal

1.A nivell internacional, els exemples d’aquesta fórmula són ben
nombrosos, i alguns d’ells especialment conflictius, com és el cas de
les Assigned functions establertes per l’article 2 de la Llei d’Autonomia
Local japonesa (Steiner 1965: cap. 11).

2.Pel que fa a les funcions executives assumides per ens subestatals,
és interessant el model alemany i austríac, on els Länder han
transformat progressivament unes competències compartides en
competències pròpies (Vernet 1997, 143-152).

3.La denominació de Comissari de la República fou introduïda l’any
1982 dins el programa descentralitzador impulsat per l’esquerra
francesa, però l’any 1988, un decret de J. Chirac, aleshores president
del Consell de Ministres, va retornar al nom tradicional de Prefecte
(Quermonne 1993, 111). Sobre la significació política d’aquesta figura,
només cal tenir present el seu rol en les crisis viscudes durant el 1999
a Còrsega. Pel que fa a la figura espanyola homòloga, val a dir que
el seu perfil controlador s’ha desenvolupat a mesura que els serveis
centrals redueixen la seva presència sobre el territori. Bona prova de
la seva capacitat de control i vigilància són, per exemple, les actuacions
contra acords locals que no respectaven les limitacions pressupostàries
del Ministeri d’Economia i Hisenda en matèria de personal.
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UNA APROXIMACIÓN A LA SOBERANÍA
FINANCIERA

Joan F. Corona i Ramón
Catedràtic d’Economia Aplicada a la Universitat Abat Oliba-CEU,
de la que fou rector fundacional

A partir de la concepción, en sentido amplio, de la soberanía
como autoridad suprema del poder público, cabe definir la
soberanía nacional en términos políticos como la asunción del
poder público por parte del pueblo y su ejercicio por medio
de los órganos constitucionales representativos.

La Constitución Española establece en su artículo 137 que las
Comunidades Autónomas gozarán de autonomía para la gestión
de sus respectivos intereses, aunque la soberanía en materia
fiscal sigue siendo competencia estatal.

En consecuencia, y en términos estrictamente constitucionales,
sólo cabe hablar de soberanía para el Estado y no para las
Comunidades Autónomas. Sin embargo, la autonomía concedida
a las Comunidades Autónomas puede suponer una aproximación
operativa a una soberanía fiscal derivada, siempre que dicha
autonomía sea concebida de acuerdo con la idea general de
permitir que los entes no estatales puedan regirse mediante
normas y órganos de gobierno propio.

Por esta razón, creemos interesante desarrollar la idea de
autonomía financiera, dentro del marco legal vigente, definiendo
unos principios que permitirían, en la práctica, disponer de un
modelo de «cuasi-soberanía» financiera, sin menoscabar por
ello lo establecido en la Constitución.

La autonomía financiera, si bien reconocida en el artículo 156.1
de la Constitución, no es ni mucho menos ilimitada, al no ser
posible establecer medidas tributarias sobre bienes situados
fuera del territorio de cada Comunidad, y ni siquiera dentro de
su ámbito territorial, pues no se puede obstaculizar la libre
circulación de mercancías o servicios. Pero estas limitaciones
genéricas, al igual que las que se derivan de la imprescindible
coordinación con la Hacienda estatal, no pueden volverse contra
el propio sistema de financiación recogido en la Constitución.

La principal diferencia entre una unidad de gobierno y una
unidad administrativa consiste precisamente en la disposición
por parte de aquélla de una cierta autonomía financiera. Por
eso no se puede considerar aceptable una interpretación
restrictiva de la autonomía, instrumentada con la multiplicación
de mecanismos tutelares, con limitaciones de facultades
legislativas, con el establecimiento de circuitos intermedios
entre la Administración Autonómica y el resto de Adminis-
traciones o con una legislación estatal que incide sobre la
Comunidad Autónoma reduciendo la autonomía relativa que
le confiere el disponer de una parte de los recursos totales.
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Aunque el porcentaje de gasto directo por unidad territorial
sirva para medir el grado de descentralización del gasto público,
no sirve para reflejar la autonomía financiera más que en un
grado muy superficial. Lo verdaderamente importante para
medir dicha autonomía es la procedencia de los recursos que
gasta y el peso relativo de cada una de sus fuentes (tributos
propios, transferencias de libre asignación, subvenciones
condicionadas, etc.). El porcentaje de ingresos propios y de
recursos de libre asignación en el gasto, sobre el total de
recursos de una Comunidad, puede ser un buen indicador de
los márgenes de autonomía financiera, incluso si esa asignación
no es del todo libre por imperativos de los servicios que ya se
vienen prestando. En cualquier caso, se debe reforzar la
capacidad de cada Comunidad para establecer su propio nivel
de ingresos, para lo que se hace imprescindible que tenga
competencias normativas sobre tributos con suficiente capacidad
recaudatoria. En definitiva, la autonomía financiera debe
materializarse en la asunción de competencias equilibradas en
la cuenta de ingresos y en la de gastos.

El objetivo de la autonomía financiera lleva implícitos otros
dos, sin los cuales aquélla no sería más que pura apariencia:
el de suficiencia y el de automatismo. El ejercicio de las
competencias asumidas debe verse respaldado por recursos
suficientes y así se recoge en la letra d) del número 1 del
artículo 2º de la LOFCA, si bien es conveniente subrayar la
indeterminación a que conduce si no se somete a algún criterio

pragmático. La vinculación de la suficiencia de recursos al
denominado coste efectivo no sólo no es de recibo, sino que
deja intacta la indeterminación una vez está claro que el
ejercicio de las competencias es dinámico. Por tanto, dicho
criterio deja de operar una vez garantizados los mínimos sin
que tenga otro sentido hablar del mismo, salvo el puramente
demagógico.

Si las Comunidades Autónomas no pudieran disponer de sus
recursos, automáticamente verían mermada su autonomía.
Gozar de un horizonte temporal suficientemente amplio, en el
cual la determinación de los recursos dependa de los factores
objetivos, es irrenunciable. Cualquier fórmula supeditada a
una negociación permanente, aunque sea anual, no puede
considerarse que cumpla el requisito de automatismo. Tampoco
si unilateralmente, por parte del Estado, se puede influir en el
volumen de recursos a percibir de un año a otro.

La autonomía financiera de la Comunidades Autónomas se
puede ver ampliada como consecuencia de la aplicación positiva
del punto 2 del artículo 156 de la Constitución, que deja una
vía abierta a la actuación de aquéllas como «delegado o
colaboradores del Estado en la recaudación, gestión y
liquidación de los recursos tributarios» del Estado.

La solidaridad entre las nacionalidades y regiones españolas
consagrada en la Constitución (arts. 2º y 138) y reconocida
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como principio informador de la actividad financiera de las
Comunidades Autónomas en la LOFCA (art. 2º1, c) no debe
convertirse en elemento exclusivo del sistema de financiación
autonómica ni desvirtuar dicho sistema por el uso demagógico
e ilimitado como argumento frente a un reparto objetivo de
recursos. Un planteamiento maximalista de la cuestión nos
conduciría a un callejón sin salida por su inviabilidad. Por
tanto, debe quedar totalmente descartada la pretensión
igualitarista, a partir de una España formada por Comunidades
Autónomas de muy desigual nivel de bienestar, en la que las
regiones ricas financien el atraso de las pobres, confundiendo
la solidaridad con el empobrecimiento futuro de aquellas
comunidades que hoy pueden contribuir solidariamente al
desarrollo de las más pobres.

No se ha de confundir en ningún momento la solidaridad entre
Comunidades Autónomas con el reequilibrio territorial en
España. Entre otras razones porque son objetivos distintos y
de orden temporal bien diferente. En primer lugar, la solidaridad
se ha de producir entre la población de unos territorios con
otros, mientras que el reequilibrio territorial afecta a la propia
geografía, de la que la población es un elemento más. En
segundo lugar, la solidaridad entre las Comunidades Autónomas
se expresa año a año, en tanto que el reequilibrio territorial
requiere esfuerzos muy prolongados en el tiempo. La solidaridad
de las Comunidades Autónomas puede contribuir a ese
reequilibrio, pero la responsabilidad del mismo es del Gobierno

central, el cual, no se olvide, seguirá disponiendo del 50 por
100 del gasto público al final del proceso autonómico.

Tampoco es posible entender la solidaridad entre las
Comunidades Autónomas como un principio penalizador de
las nacionalidades y regiones que han conseguido un mayor
desarrollo. En aquellas que generan mayores rentas y consumos,
la obtención de mayores ingresos proporcionalmente, con
idéntico gasto público per capita que otras, ya representa un
principio de solidaridad a través de un sistema fiscal progresivo.
El mismo tamaño de la riqueza relativa de un territorio tiene
ventajas y servidumbre que conviene ponderar antes de formarse
un juicio apresurado.
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